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Resumen: La declaratoria del estado de emergencia, a causa de la pandemia de la covid-19, exige un análisis de la vigencia de 
las relaciones contractuales y cómo estas pueden verse afectadas por eventos extraordinarios, imprevisibles e irresistibles que 
impidan el cumplimiento de las prestaciones, así como aquellos casos en los que la alteración de las circunstancias puede llevar 
a que una de las partes exija al juez recomponga el contenido de la prestación pactada o la resolución del contrato. 
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The covid-19 pandemic, force majeure and changed contractual circumstances

Abstract: The declaration of a state of emergency due to the covid-19 pandemic requires an analysis of the validity of the 
contractual relations and how these may be affected by extraordinary, unforeseeable and irresistible events that prevent the 
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supuestos de mala praxis durante la atención de 
pacientes infectados o, lo que resulta frecuente en 
otros ordenamientos jurídicos, las acciones colec-
tivas (class action) por daños contra el gobierno 
chino por el brote de la epidemia y su impacto en 
diversas personas naturales o jurídicas (Responsa-
bilidad civil). 

El impacto de la covid-19 es transversal a las di-
versas materias del Derecho civil. Todo esto nos 
lleva a repensar las instituciones, las que deben 
comenzar y terminar siendo no solo protectoras, 
sino también preventivas ante estas eventualida-
des. Importa el sujeto, como ser actuante al que 
el Derecho protege, pero está también el medio 
de realización patrimonial, representado por los 
actos jurídicos patrimoniales sustentados en la 
autonomía privada y la buena fe. Por ello, es me-
nester delinear mecanismos de tutela en materia 
contractual y de defensa de los derechos de la per-
sona.

La covid-19 no solo acarrea costos humanos, deja 
también una secuela en los familiares de los con-
tagiados, recuperados y fallecidos, que deberá ser 
evaluada y tenida en cuenta como una política de 
Estado. Asimismo, esta pandemia impacta de for-
ma dramática en las relaciones comerciales, afec-
tando los compromisos de las partes, pactados en 
diversas actos jurídicos y contratos, poniendo en 
riesgo su ejecución. Esto lleva a las partes a su re-
visión y, según el caso, a una eventual resolución.

La llegada de la covid-19 al Perú: el Decreto 
Supremo No 044-2020-PCM

La primera semana de enero de 2020 se detec-
tó en China un nuevo coronavirus, responsable 
de un brote de neumonía, a finales de diciembre 
del 2019, en la localidad de Wuhan, capital de la 
provincia de Hubei, al oeste de Shanghái. Hasta 
febrero de 2020, su distribución geográfica nos 
indicaba que, por lo menos en veintitrés países, 
había casos confirmados; en la mayoría de las oca-
siones, los pacientes procedían directamente del 
país oriental(1).

El pasado 6 de marzo del 2020, el gobierno del 
Perú anunció el primer caso de covid-19 en nues-
tro territorio. Días después, el 11 de marzo, la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) calificó el 

Introducción

La covid-19 es una enfermedad infecciosa, alta-
mente contagiosa, propiamente una pandemia, 
que se ha extendido por todo el mundo, a lo largo 
y ancho, sin distinción de regiones, sexos ni ra-
zas, y que está acabando con la vida de miles de 
personas. Los estragos que causa nos hacen pen-
sar en una Tercera Guerra Mundial, en la que el 
enemigo es invisible, sin nacionalidad, no respeta 
fronteras y ataca sin piedad. 

La repercusión de la covid-19 como hecho jurí-
dico (involuntario) es enorme, sin precedentes ni 
proyecciones, impacta la teoría general de Dere-
cho, abuso del derecho, del comportamiento leal, 
de la autonomía de la voluntad, de la buena fe; 
en la vida del hombre en su aspecto personal, en 
sus derechos, como la vida, libertad, salud, inte-
gridad, intimidad, actos de libre disposición del 
cuerpo humano, manejo de datos personales, da-
tos sensibles, honor, identidad personal, uso de 
imagen y voz, etc., (Personas), en su vida de inte-
rrelación familiar, celebración del matrimonio (a 
distancia, por poder, matrimonio in mortis cau-
sae), formalización express de uniones estables, 
cambio de régimen patrimonial matrimoniales, 
violencia familiar, tenencia compartida, régimen 
de visitas, deber de asistencia y cuidados parenta-
les, alimentos, presencia de los nuevos integrantes 
—abuelos (Familia), los actos de última voluntad 
en estados de emergencia, testamento vital (Suce-
siones), en su relación con los bienes, el ejercicio 
de atributos del derecho de propiedad, posesión, 
vecindad, inmisiones y la modificación de ga-
rantías mobiliarias e hipotecarias (Reales), en sus 
relaciones económicas a causa de inejecuciones 
por fuerza mayor, lucro cesante, daño emergen-
te, mora (Obligaciones), función social, el cam-
bio de circunstancias reflejados en la teoría de la 
imprevisión, desequilibrio económico, excesiva 
onerosidad de la prestación o lesión, enriqueci-
miento sin causa (Contratos), en los distintos ac-
tos jurídicos, como el suministro, arrendamiento, 
mutuo, locación de servicios, obras, hospedaje, 
seguros, etc. (Contratos especiales), ha determi-
nado la suspensión de los plazos en general, actio 
nata (Prescripción y caducidad) y la afectación de 
intereses por infección que genera daños por omi-
sión en la prevención de contagios de covid-19, 
daño moral coletivo, daño de peligro o de riesgo, 
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del contrato (artículo 1.354), sino también por-
que inspira a la economía de mercado. 

Conforme al artículo 1356 del Código Civil,

«las disposiciones de la ley sobre contratos son suple-
torias de la voluntad de las partes, salvo que sean 
imperativas». 

Por ende, es la autonomía privada la que, como 
regla general, configura el contenido y las con-
secuencias de la fuerza mayor. Las partes tiene la 
posibilidad de regular la asignación de riesgos que 
se puedan derivar de un supuesto de fuerza ma-
yor.

Dado que el artículo 1315 del Código Civil no es 
una norma imperativa, resulta válido y eficaz que 
las partes puedan regular el contenido, alcance y 
efectos de la fuerza mayor. En caso de que no exis-
ta una regulación negocial especial, generada por 
la autonomía de las partes, será de aplicación lo 
previsto en el texto del citado artículo:

«Caso fortuito o fuerza mayor es la causa no im-
putable, consistente en un evento extraordinario, 
imprevisible e irresistible, que impide la ejecución 
de la obligación o determina su cumplimiento 
parcial, tardío o defectuoso».

En atención a ello, la fuerza mayor se encuentra 
referida a todo evento extraordinario, imprevisi-
ble e irresistible, ajeno a la voluntad del deudor. 
El ordenamiento jurídico peruano, al menos des-
de el formante legislativo, utiliza de manera in-
distinta las expresiones caso fortuito (acto de la na-
turaleza o del divino [acts of God]) o fuerza mayor 
(mandato del gobierno [acts of Prince]). Dicha cir-
cunstancia es sobreviniente al perfeccionamiento 
del contrato e impide, en atención a las circuns-
tancias propias del contrato, que una de las partes 
o ambas ejecuten de manera debida cada una de 
sus prestaciones.

En ese contexto, corresponde analizar si la cua-
rentena, a consecuencia de la covid-19, constituye 
un supuesto de fuerza mayor, para lo cual resulta 
necesario que, en atención a lo regulado en el ar-
tículo 1.315 del Código Civil —insistimos, ante 
la inexistencia de una regla contractual convenida 
por las partes—, determinemos si concurren cada 

brote de la covid-19 como una pandemia, pues se 
había extendido en más de cien países del mundo.

En nuestro medio, el número de casos continuó 
en aumento, lo que llevó a que el Estado perua-
no, mediante el Decreto Supremo No 044-2020-
PCM, publicado el 16 de marzo del 2020, de-
clarara el estado de emergencia nacional por un 
plazo de 15 días calendario, y dispusiera el ais-
lamiento social obligatorio (cuarentena) por las 
graves circunstancias a consecuencia del brote de 
la covid-19. Posteriormente, dicha medida fue ex-
tendida dos veces: la primera por 13 días adicio-
nales y la segunda hasta el 26 de abril.

La covid-19, en su calidad y naturaleza de hecho 
jurídico involuntario, viene generando diversas 
consecuencias, que no solo se limitan a la afecta-
ción de la salud o la pérdida de la vida de muchas 
personas, sino que también tiene un importante 
impacto en la economía, que se sustenta en el trá-
fico contractual en su diversidad de formas (como 
la actividad minera, el transporte, el turismo, la 
construcción, etcétera).

La covid-19 también afecta los contratos y lo 
hace sobremanera. Los efectos de la declaratoria 
de cuarentena de la sociedad en general no se li-
mitan a la ejecución contractual, también alcan-
zan a la etapa formativa del contrato (tratativas o 
negociaciones que se ven afectadas). Sin embargo, 
es de interés analizar el impacto que genera a los 
contratos cuya ejecución se venía realizando de 
manera normal. En concreto, plantearemos al-
gunas preguntas que iremos comentando en las 
siguientes líneas.

La declaratoria de cuarentena, en virtud del 
Decreto Supremo No 044-2020-PCM, ¿consti-
tuiría un supuesto de fuerza mayor?

Determinar si la declaratoria de cuarentena, a cau-
sa de la pandemia de la covid-19, constituye un 
supuesto de fuerza mayor, dependerá de la regla 
contractual fijada por las partes o, en su defecto, 
de la regla legal prevista en el artículo 1.315 del 
Código Civil. Y es que se tiene como base del De-
recho contractual el principio pacta sunt servanda, 
el que viene siendo preservado no solo por hacer 
primar en la relación contractual la común inten-
ción de las partes para fijar la forma y el contenido 
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—lo cual se demuestra sin mayores problemas al 
analizar la frecuencia o habitualidad del suceso—, 
sino que, además, requiere del elemento inheren-
te al individuo, relativo a la conducta diligente 
que se espera de él(3). 

Al respecto, según la jurisprudencia peruana,

«si el suceso que interrumpe la ejecución de la 
prestación se torna frecuente, siendo repetitivo, 
usual y común, desvirtúa la imprevisibilidad del 
hecho, en tanto la frecuencia y reiterancia de los 
hechos aporta la posibilidad de prever»(4).

Por lo demás, la declaratoria de cuarentena que 
pudiera invocarse, ¿era conocida o cognoscible al 
momento del perfeccionamiento del contrato?

Según una atenta doctrina,

«no parece haber claridad en todo el mundo acer-
ca de la duración y los efectos de la pandemia (ni 
del encierro cuarentenal correlativo), o de las me-
didas económicas correspondientes. Por lo tanto, 
tampoco hay certeza acerca de los efectos jurídi-
cos de las declaraciones de estados de excepción 
que limitan la movilidad, la prestación de servi-
cios o la producción de bienes»(5).

Entonces, ¿la declaratoria de cuarentena general 
era un evento previsible? Aun cuando algunos 
puedan considerar que, dado que la existencia de 
la covid-19 en otros países ya había obligado a 
algunos Estados a adoptar medidas de ese tipo, 
consideramos que no era un evento previsible. En 
nuestro territorio no se había dado ninguna me-
dida en ese sentido anteriormente.

El impacto de la covid-19 es nuevo. Al menos in 
abstracto, no era posible prevenir tal escenario. 
Es más, su carácter y calificación de pandemia se 
le otorga por esta imprevisibilidad respecto de la 
forma de expandirse, su tratamiento y su cura. 
Siendo ello así, no existía posibilidad alguna de 
prever la declaración de cuarentena, por lo que 
configura un evento imprevisible para las partes. 
Téngase en cuenta que lo imprevisible de un caso 
fortuito o de fuerza mayor hoy no trasciende gra-
cias a la información y a la tecnología de la que 
disponemos(6), situación que no es aplicable a 
todos los casos ni sectores.

uno de sus caracteres.

Es necesario precisar que el análisis que se propo-
ne es general, pues la calificación de si nos encon-
tramos ante un caso de fuerza mayor dependerá 
de las circunstancias de la situación en concreto, 
el tipo contractual, su causa y la regulación otor-
gada por las partes en torno a su configuración y 
sus consecuencias. No resulta posible, en conse-
cuencia, brindar una solución general, pues de-
penderá del caso específico.

Desde la perspectiva del artículo 1.315 del Códi-
go Civil, para encontrarnos ante una fuerza ma-
yor deben presentarse los siguientes requisitos:

Evento extraordinario

Se trata de un acontecimiento que no es común; 
por ejemplo, que existan escasas posibilidades de 
que ocurra.

La declaratoria de cuarentena constituye un even-
to excepcional y, por tanto, extraordinario. ¿Cuál 
es la razón? Durante los últimos cincuenta años, 
en el Perú no se había declarado una cuarente-
na que impidiera que las personas naturales y 
jurídicas realizaran sus actividades o cumplieran 
prestaciones a las que se habían obligado. Como 
acertadamente se ha indicado, la declaratoria de 
cuarentena general «no forma parte del entrama-
do de situaciones racionalmente probables en cir-
cunstancias normales»(2).

La inmovilización obligatoria conlleva la restric-
ción del libre tránsito, lo que supone un que-
brantamiento del orden normal y cotidiano de las 
cosas. La regla general, que ha permanecido en el 
tiempo, siempre había sido la libertad de tránsito 
de las personas. Entonces, sin perjuicio del análi-
sis del caso concreto, la cuarentena es un evento 
extraordinario.

Evento imprevisible

Significa que no pudo haber sido anticipado, pro-
nosticado en sí. 

La imprevisibilidad camina al lado de los deberes 
de diligencia, prudencia y cuidado. Esto quiere 
decir que el evento no solo debe revestir la obje-
tividad en sí mismo como hecho extraordinario 
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den ser eventos de fuerza mayor. El deudor que 
no pueda cumplir sus obligaciones por razones 
tan extraordinarias como estas u otras puede ale-
gar la existencia de un evento de caso fortuito o 
fuerza mayor.

En Nigeria, por ejemplo, donde los oleoductos y 
gasoductos pueden ser objeto de sabotaje, la venta 
de petróleo está ocasionalmente sujeta a la cláusu-
la de la fuerza mayor, exonerante de responsabili-
dad. Las minas australianas de mineral de hierro 
y carbón son pasibles de inundación, lo que lleva 
a los productores a acordar una cláusula de fuerza 
mayor.

En el ámbito empresarial, las compañías han co-
menzado a invocar la fuerza mayor en respuesta 
a las dificultades que genera la covid-19. El go-
bierno chino está emitiendo los llamados «FM 
certificates» a las empresas que no pueden cumplir 
con sus obligaciones, a fin de apaciguar las recla-
maciones por incumplimiento de contrato. Cabe 
indicar que, a medida que el coronavirus se ha 
propagado a otros países y continentes, es cues-
tionable si este certificado que acredita la fuerza 
mayor será efectivo para la protección de las em-
presas que intentan cumplir sus obligaciones.

Independiente de ello, como lo hemos señalado, 
debe demostrarse que la declaratoria de cuaren-
tena, debido a la expansión de la covid-19, es la 
causa exclusiva del incumplimiento, pues existen 
algunas prestaciones que se realizan con total nor-
malidad, dado que se encuentran exceptuadas 
(por ejemplo, el suministro o la venta de alimen-
tos, etc.).

Dicho análisis implica la revisión de las circuns-
tancias de hechos concretos, el tipo contractual 
involucrado y lo acordado por las partes en torno 
a los riesgos derivados del tratamiento de la fuerza 
mayor. De modo que quien pretenda beneficiarse 
de la fuerza mayor 

«deberá actuar con cautela, y guardar prueba docu-
mental o de otro tipo de que actuó con la debida di-
ligencia, y de que tomó todas las medidas a su alcan-
ce para la prevención o mitigación de los daños. No 
debe probar el hecho notorio de la pandemia, sino de 
la afectación del fenómeno a la imposible prestación 
o cumplimiento de su obligación contractual»(9).

Evento irresistible

La irresistibilidad hace referencia a que las con-
secuencias del evento no puedan ser controladas. 
No resulta posible realizar algo para contrarrestar 
los efectos del evento. De ese modo, la irresistibi-
lidad «imposibilita absolutamente el cumplimiento 
de la prestación»(7).

Alterini, Ameal y López(8) señalan, refiriéndo-
se al requisito de irresistibilidad, que esta se da 
cuando el deudor no puede evitar el acaecimiento 
del evento, a pesar de hacer todos los esfuerzos 
posibles. ¿La declaratoria de cuarentena constitu-
ye un evento irresistible? Consideramos que, sin 
perjuicio del análisis del caso concreto, sí consti-
tuye un evento irresistible. Cabe precisar que, la 
declaratoria de cuarentena general no genera que 
el cumplimiento de todas las prestaciones resulte 
irresistible. Es necesario identificar el modo cómo 
el evento de fuerza mayor impide el cumplimien-
to de una obligación, toda vez que existen pres-
taciones que, por tratarse de servicios esenciales, 
pueden ser ejecutados con total normalidad.

Sin embargo, posiblemente en la mayoría de los 
casos, las consecuencias de la declaratoria de cua-
rentena suponen un aislamiento social obligato-
rio, situación que no puede ser contrarrestada por 
el deudor de la prestación. Existe una imposibi-
lidad evidente, lo que conoce hoy en el common 
law como “impracticabilidad”. Por ende, nos en-
contraríamos ante un evento irresistible, pese a los 
mejores esfuerzos de las partes para cumplir con 
sus prestaciones.

Como puede apreciarse, la declaratoria de cua-
rentena, en virtud del Decreto Supremo No 044-
2020-PCM, y como consecuencia del impacto 
de la covid-19, desde un análisis general, reuniría 
cada uno de los requisitos de un evento de fuerza 
mayor. La cuestión de la fuerza mayor, como un 
evento externo, inevitable y ajeno a las acciones de 
las partes, podría conllevar a que estas no puedan 
honrar las prestaciones derivadas del contrato.

En general, las guerras, los disturbios, las revolu-
ciones, las explosiones, las huelgas, los bloqueos 
de puertos, las acciones del gobierno (estados de 
emergencias) o los desastres naturales (como las 
inundaciones, los terremotos y los tsunamis) pue-
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determina la inejecución persiste hasta que, al 
deudor, de acuerdo con el título de la obligación 
o a la naturaleza de la prestación, ya no se le pue-
da considerar obligado a ejecutarla o, hasta que 
el acreedor, justificadamente, pierda interés en su 
cumplimiento o ya no le sea útil.

También se extingue la obligación, que solo es 
susceptible de ejecutarse parcialmente, si ella no 
fuese útil para el acreedor o si este no tuviese jus-
tificado interés en su ejecución parcial. En caso 
contrario, el deudor queda obligado a ejecutarla 
con reducción de la contraprestación si la hubiere.

La aplicabilidad de dicho artículo implicará valo-
rar la declaratoria de cuarentena y su impacto en 
el contrato en específico. Como hemos adverti-
do, una vez superados todos los obstáculos, con 
frecuencia la cláusula de la fuerza mayor suele 
describir el escenario posterior al hecho, que no 
siempre será el final del contrato, referido a una 
suspensión contractual o una obligación de rene-
gociación. Sin embargo, también podrá conllevar 
a que se ejerza el derecho a resolver el contrato. 

¿Puede una de las partes exigir al juez la reduc-
ción o el aumento de la contraprestación del 
contrato o, en su caso, la resolución?

Puede ocurrir que la prestación se torne dificulto-
sa de ejecutar por la declaratoria del aislamiento 
social obligatorio a causa de la covid-19. 

Frente a ello, la parte perjudicada podría solicitar 
al juez o árbitro la reducción de la prestación o el 
aumento de la contraprestación o, incluso, que el 
contrato pueda ser resuelto. Lo mencionado tiene 
relación con la alteración de las circunstancias en 
las que se ejecuta el contrato y con la imprevisión 
de lo gravoso que pueden tornarse las prestacio-
nes, ya que terminan siendo más onerosas o me-
nos deseables de lo que se había previsto. Se llama 
excesiva onerosidad y se sustenta en la figura de 
la imprevisión contractual (rebus sic stantibus). El 
Código Civil trata esta institución en el artículo 
1.440:

«En los contratos conmutativos de ejecución con-
tinuada, periódica o diferida, si la prestación llega 
a ser excesivamente onerosa por acontecimientos 
extraordinarios e imprevisibles, la parte perjudi-

¿Qué efectos genera la declaratoria de cuaren-
tena, en virtud del Decreto Supremo No 044-
2020-PCM y sus diversas ampliaciones, en su 
calidad de caso fortuito o fuerza mayor?

Sin perjuicio del efecto normal previsto por la 
regla legal (artículo 1.315) de la fuerza mayor 
—salvo regulación distinta de las partes—, que 
implica exonerar de cualquier responsabilidad al 
deudor de la prestación, con frecuencia, una de 
las consecuencias de la fuerza mayor consiste en la 
posibilidad de suspender el plazo que tenía una de 
las partes para ejecutar su obligación; o, incluso, 
resolver el contrato.

En relación con lo primero, las partes pueden 
acordar que —en aras de velar por la conserva-
ción del contrato— la fuerza mayor conlleve a 
extender la vigencia del plazo contractual, en caso 
la declaratoria de cuarentena, como consecuen-
cia de la expansión de la covid-19, impida que el 
deudor cumpla con las obligaciones que forman 
parte de la integridad del contrato.

En caso de que se presente tal situación, el perio-
do de suspensión debería ser agregado al plazo de 
la vigencia del contrato. Ello implicaría un interés 
de las partes en buscar la preservación del víncu-
lo contractual. Ello quiere decir que, aun cuando 
nos encontremos ante una inejecución parcial, 
tardía o defectuosa de la obligación, debido a una 
fuerza mayor, las partes pueden realizar sus me-
jores esfuerzos para ejecutar la obligación adicio-
nando el plazo que se vio afectado.

¿Puede una de las partes, en atención a dicha 
situación, exigir la resolución del contrato?

De manera excepcional, las partes pueden conve-
nir que, si el impedimento se prolonga durante 
un determinado número de días, la parte que se 
vea perjudicada podrá solicitar la resolución del 
contrato. Al respecto, el artículo 1.316 del Códi-
go Civil establece lo siguiente:

«La obligación se extingue si la prestación no se 
ejecuta por causa no imputable al deudor».

Si dicha causa es temporal, el deudor no es res-
ponsable por el retardo mientras ella perdure. Sin 
embargo, la obligación se extingue si la causa que 
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intereses que resultan connaturales al hombre, en 
los que la bioética tiene una especial relevancia. 
Así, «la evaluación ética es una reflexión crítica 
sobre la moralidad, un marco al que acudir para 
tomar la mejor decisión posible con nuestra escala 
de valores y con las normas existentes»(10).

Las medidas que adopten los Estados también de-
ben tomar en cuenta criterios bioéticos, básicos y 
esenciales, con imperiosa razón, para la preserva-
ción del cuidado de la salud en situaciones extre-
mas. Se busca el mayor beneficio del ser humano, 
evitando su afectación al derecho a la salud, así 
como a la vida. El impacto de la pandemia de 
la covid-19 en realidades que tienen un sistema 
de salud precario, por ejemplo, plantea el dilema 
sobre las personas que recibirán atención cuando 
exista escasez de equipos de respiración. La rela-
ción contractual médico-paciente se ve imbuida 
de otros factores, que necesariamente implican 
una perspectiva bioética. 

Y es que, al final de todo, dada la función social de 
las instituciones de Derecho privado, la presencia 
del ser humano es trascendental en cualquier es-
tudio, lo que hace indispensable la presencia de la 
bioética al momento de adoptar cualquier acción 
a futuro. Este es el mejor momento para demos-
trar que la incidencia y trascendencia de la ética 
en salud es un tema de interés en la política de los 
Estados.

Conclusión

La covid-19 es una pandemia que ataca la vida 
del hombre en todas sus dimensiones: biológica y 
social, económica y jurídica.

La determinación de si la declaratoria de cuaren-
tena, debido a la expansión de la covid-19, con-
lleva a un supuesto de fuerza mayor, implicará la 
revisión de las circunstancias del caso concreto, el 
tipo contractual involucrado, su causa y lo acor-
dado por las partes en torno a los riesgos y efectos 
derivados del tratamiento de la fuerza mayor.

En caso de que las partes no hubieran convenido 
una regulación respecto a la fuerza mayor, será de 
aplicación de manera supletoria lo previsto en el 
artículo 1.315 del Código Civil. El referido artí-
culo consagra a la fuerza mayor (causa no imputa-

cada puede solicitar al juez que la reduzca o que 
aumente la contraprestación, a fin de que cese la 
excesiva onerosidad.

Si ello no fuera posible por la naturaleza de la 
prestación, por las circunstancias o si lo solicitara 
el demandado, el juez decidirá la resolución del 
contrato. La resolución no se extiende a las pres-
taciones ejecutadas».

En este escenario, no es requisito que la presta-
ción resulte imposible, sino que implique una al-
teración grave de las bases y el equilibrio del con-
trato. Al igual que el análisis realizado en relación 
con la fuerza mayor, la valoración de la excesiva 
onerosidad de la prestación también deberá efec-
tuarse en el caso concreto de la relación contrac-
tual. Asimismo, permite un respiro, un ajuste a la 
relación contractual y la salva del riesgo de acaba-
miento, al facultar al juez para llevar a cabo una 
revisión o, en caso extremo, aplicar la resolución 
del contrato.

Derecho, bioética y pandemia

El Derecho regula las relaciones humanas me-
diante leyes; estas tienen normas y principios que 
la inspiran, sustentados en criterios democráticos 
y de inclusión social; la bioética, en su rol cautelar 
de la conducta humana, se sustenta en lo clásicos 
principios de beneficencia, justicia y solidaridad. 
La pandemia que ataca a la humanidad debe ser 
tratada en su contexto social y biológico, amalga-
mando la ley con la ética en salvaguarda del bien 
común, con un correcto uso de los derechos de las 
personas, preservando su dignidad como máximo 
valor del hombre.

La pandemia de la covid-19 generará futuros con-
flictos sobre temas contractuales, respecto de los 
cuales el hombre tendrá intereses contrapuestos. 
Se deberá elegir, pues cualquier interés debe tute-
larse. Según Montoliu, «estos dilemas son los que 
resuelve la ética, que analizará las circunstancias 
que hay detrás de cada uno, sus posibles benefi-
cios y riesgos asociados y la legislación. Así emiti-
rá un juicio razonado y una recomendación sobre 
el camino a seguir»(10).

Las controversias patrimoniales, a causa de la co-
vid-19, son una manifestación de los conflictos de 
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vid-19 son una realidad que se avecina. Ello es 
un reto para la profesión, para el sistema judicial 
y arbitral, para el Derecho en sí y para todos y 
cada uno sus protagonistas. Debemos estar prepa-
rados y sacar una lección de esta crisis: somos más 
fuertes que ella, debemos actuar con solidaridad 
y con el máximo respeto por la dignidad del ser 
humano.
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ble) como un evento extraordinario, imprevisible 
e irresistible que podría conllevar a que el deudor 
se encuentre exento de responsabilidad.

Quien invoque la fuerza mayor debe acreditar 
clara y concretamente la manera en que la pan-
demia o, en su caso, las medidas adoptadas por el 
gobierno afectan la posibilidad de cumplimiento 
del contrato. 

Pero la invocación de la fuerza mayor no es el 
único remedio contractual. Puede ocurrir que la 
prestación se torne excesivamente onerosa por la 
declaratoria del aislamiento social obligatorio a 
causa de la covid-19. Frente a ello, la parte per-
judicada puede solicitar al juez o árbitro la reduc-
ción de la prestación o el aumento la contrapres-
tación; o, incluso, que el contrato sea resuelto.

Los innumerables conflictos jurídicos post co-
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